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Asunto: La falta de cualquiera de los requisitos exigidos por la 

normatividad civil, frente a la promesa de compraventa, genera la nulidad 

del mismo, ya que expresamente se indica que los mismos deben cumplirse 

para que las obligaciones en ella contenidas surtan efectos.  La omisión de 

la indicación de la notaría donde habrá de celebrarse el contrato de 

compraventa que se prometió celebrar conlleva la nulidad de este negocio. 

DECLARA NULIDAD. 

 

 

Agotado el trámite procesal, procede la Sala a resolver el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

proferida por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, en audiencia celebrada el día 31 de enero de 2017, al interior 
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del proceso VERBAL (Resolución de Contrato) promovido por la señora 

SILVIA MARÍA ALARCÓN ESCOBAR, en contra de la señora 

SANDRA INÉS NAVARRO TABAREZ. 

 

Se deja acotado que esta decisión se adopta por escrito una vez surtidos 

los traslados de rigor en esta instancia, acorde con lo establecido en el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020 que autorizó que las apelaciones de 

sentencias en las cuales no se practicaran pruebas se hicieran por escrito, 

tanto para los procesos que venían en curso como para los expresamente 

cobijados por su vigencia. 

 

Igualmente se deja expreso que se tiene competencia y no se advierten 

causales de nulidad, lo que hace viable la emisión de esta decisión de 

fondo, en los siguientes términos: 

 

 

1.0.  ANTECEDENTES. 

 

 

1.1.  HECHOS Y PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

 

Se afirma que el 24 de septiembre de 2012 se celebró contrato de promesa 

de compraventa entre la señora SILVIA MARÍA ALARCON ESCOBAR, 

como promitente vendedora; y la señora SANDRA INÉS NAVARRO 

TABAREZ en su calidad de promitente compradora; cuyo objeto era 

vender y comprar, respectivamente, el siguiente bien inmueble:  
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”Casa hoy número 84-A-24 de la calle 37A , entre las carreras 84A 

y 84B. Está formado por: garaje, salón comedor, sla, tres alcobas, 

tres alcobas, alcoba de servicio, cocina y oficios, dos baños, dos 

baños, tres patios, un balcón.  Esta casa linda así: Por el frente o 

sur, con la Calle 37 A , por el costado izquierdo u Oriente, con casa 

que es o fue de José Gabriel Vega; poe la parte de atrás o Norte, 

con el lote número (6), prometido en venta a Jorge Duque, y con la 

casa que es fue de José Luis Llanos; y por el costado derecho u 

Occidente, con la casa de Gustavo Correa y Blanca Maricela 

Correa; por el Cenit, con el techo del edificio; por el Nadir, con losa 

de propiedad común del edificio que lo separa de la casa o 

apartamento NO. 84A -22 del primer piso.  Se identifica con 

matricula inmobiliaria No.001-185465.” 

 

 

Se dice en el hecho Segundo de la demanda que el precio acordado fue de 

$238.000.000.oo (DOSCIENTOS TREINTA Y OCHO MILLONES DE 

PESOS), que se pagarían de contado el momento de la firma de la escritura 

pública correspondiente, en diciembre 20 de 2012, en la Notaría Primera 

a las 3:00 P.M., consignando en la cuenta número 01610514808 a nombre 

de MIGUEL ANTONIO ESCOBAR ALVAREZ, según consta en las 

cláusulas segunda y séptima del contrato de promesa celebrado.  

 

 En el hecho Tercero se alega que la demandada no cumplió el contrato de 

promesa de compraventa, pues la demandante concurrió en la fecha y hora 

señaladas a la Notaría Primera de Medellín, mientras que la demandada 

no concurrió, de lo cual quedó constancia en el acta respectiva número 32 

del 20 de diciembre de 2021. 

 

Se añadió que las partes consagraron en la cláusula quinta del contrato, 

que la entrega del bien se haría ese 20 de diciembre de 2012, y en la 

cláusula quinta se estipuló cláusula penal por incumplimiento, por valor 

de $23.800.000.oo (VEINTITRÉS MILLONES OCHOCIENTOS MIL 

PESOS). 
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Con fundamento en lo anterior, procura la demandante que el Despacho 

declare la resolución del contrato de compraventa prometido y ya 

enunciado, por incumplimiento de la promitente compradora; y que en 

consecuencia se decrete la resolución del contrato mencionado y se 

condene al demandado al pago de los siguientes perjuicios: 

 

1. “La suma de $23.800.000.oo correspondientes al valor de la 

cláusula penal, con su correspondiente indexación y con 

intereses legales, o en su defecto con los intereses comerciales 

moratorios, o con los comerciales corrientes desde la fecha del 

incumplimiento el día 20 de diciembre de 2012 hasta el día de 

su pago, o en su defecto desde la presentación de ésta (sic) 

demanda hasta el día de su pago”. 

 

2. Las costas y agencias en derecho”  

 

 

1.2. DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

 

Se acepta como cierto lo relacionado con la celebración del contrato de 

promesa de compraventa entre las partes, pero se destaca que en el 

contrato no quedó claro a cuál Notaria Primera debía concurrir la 

accionada, pues en dicho contrato no se especificó o concretó tal aspecto 

y en ese orden de ideas se estructura la nulidad del contrato.  Destaca el 

demandado que en el contrato no se indicó el domicilio de las partes 

“como para suponer que sería la ciudad de Medellín, pues también podía 

ser Itagüí, de donde es la cédula de la PROMITENTE VENDEDORA y 

también hay notaria (sic) primera, u otro municipio, pues la misma 

promesa de venta fue autenticada ante una notaría diferente a la 

Primera”. 



 5 

 

También se alegó que previo a la fecha acordada para el cumplimiento del 

contrato, la demandada fue víctima de un asalto a mano armada en su casa, 

de donde sustrajeron los delincuentes la suma de $168.000.000.oo 

(CIENTO SESETA Y OCHO MILLONES DE PESOS), además de unas 

joyas, todo lo cual estaba destinado al pago del precio pactado, “siendo 

esa la razón por la cual se vió imposibilitada la PROMITENTE 

COMPRADORA a cumplir con el pago del precio pactado en la fecha 

estipulada para la consignación, pues a pesar de que con los recursos 

suficientes para cumplir con el pago, por una causa extraña, ajena, que 

no le es imputable a la promitente compradora SANDRA INES NAVARRO 

TABAREZ, no pudo pagar el precio pactado, pues a escasos Siete días de 

la firma de la escritura y pago del precio, le fue hurtado el dinero que 

tenía destinado para tales efectos”. 

 

Se agrega que tal situación fue puesta en conocimiento de la demandante 

y su cónyuge MIGUEL ANTONIO ESCOBAR ÁLVAREZ, en presencia 

del señor RUBÉN DARÍO CHAVERRA, manifestando la promitente 

vendedora que entendía la situación y que no había problema en que ya no 

se celebrara el negocio de compraventa del inmueble, razón de más para 

no acudir a ninguna notaría el 20 de diciembre de 2012, pues los recursos 

con que contaba para pagar le habían sido hurtados siete días antes. 

 

De la misma manera, cuestiona la cláusula penal, esencialmente por su 

redacción. 

 

Por lo dicho, SE OPONE A LAS PRETENSIONES. 
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Afincado en lo expuesto, se propusieron como EXCEPCIONES DE 

MÉRITO las que se denominaron: CAUSA EXTRAÑA-FUERZA 

MAYOR O CASO FORTUITO, NULIDAD DEL CONTRATO, NO 

EXIGIBILIDAD DE LA CLAUSULA PENAL, FALTA DE 

EXIGIBILIDAD DE LA CLAUSULA PENAL POR NO SER 

ATRIBUIBLE A LA PROMITENTE COMPRADORA LA CAUSA 

POR LA CUAL NO SE FIRMÓ LA ESCRITURA PÚBLICA, E 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. 

 

El demandante se pronunció acerca de estas excepciones, cuestionando el 

hurto como constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito, no sin antes negar 

que se haya acordado no celebrar el contrato por esta circunstancia; y 

respecto de la nulidad del contrato por la falta de indicar claramente a qué 

municipio o ciudad corresponde la NOTARÍA PRIMERA indicada en el 

contrato de promesa de compraventa, alegó que una interpretación del 

contrato llevaba a entender que era la NOTARIA PRIMERA DE 

MEDELLIN, para lo cual trajo en su apoyo la sentencia de la CSJ SC 

radicado 2001-06915-01 del 07 de febrero de 2008, M.P. WILLIAM 

NAMEN VARGAS,  en un caso en el cual no se había indicado el número 

de la Notaría pero se podía interpretar que era la única que existía en ese 

pueblo, domicilio del deudor (“cas, octubre 6/1982, CLXV, 2406,245, 

reiterando cas. Septiembre 6/1982, CLXV, 2406.170”). 

 

Igualmente se refirió a la no exigibilidad de la cláusula penal para abogar 

por su aplicación, dado el incumplimiento del demandado. 

 

 

1.3. DE LAS ALEGACIONES Y DE LA SENTENCIA. 
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Se llevó a cabo la Audiencia pertinente el 31 de enero de 2017, en la cual 

se emitió el fallo, con declaración de la NULIDAD del contrato de 

promesa de compraventa celebrado el 24 de septiembre de 2012 entre 

demandante y demandada, sin condena en costas por cuanto la declaratoria 

de nulidad se dio de manera oficiosa, dijo el A-Quo. 

 

EN LAS ALEGACIONES, la parte demandante centró su argumentación 

en que la obligación de la demandada era de resultado, pues conforme a 

la doctrina, pagar es una obligación de resultado, lo que imponía a la 

accionada comparecer a la Notaría y pagar el precio convenido, bajo el 

entendido que los géneros no perecen. 

 

Agregó que tampoco el hurto se constituye en causa extraña, por lo antes 

dicho, y por cuanto el demandado no fue diligente al guardar una suma de 

dinero como la hurtada en su casa, máxime que bien pudo hacer la 

transferencia de ese dinero en Bancolombia, sin tener que llevarlo hasta 

su casa. 

 

Dice que la cláusula penal es clara, pues desde la misma norma así se 

advierte, y una interpretación del asunto despeja cualquier duda al 

respecto, no obstante que exista alguna confusión en la redacción. 

 

Tampoco está de acuerdo con el alegado mutuo disenso y alude al  

testimonio de varias personas, entre ellas el  señor RUBEN CHAVERRA, 

el cual califica de poco claro y consistente al respecto. 
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Finalmente, insiste en que la Notaría en que habría de cumplirse el 

contrato, sí estaba determinada, a lo cual puede llegarse interpretando el 

contrato, el contexto en que fue celebrado; y resalta cómo el demandado 

pone de presente que no compareció porque le habían hurtado el dinero y 

no porque no supiera a qué o cual Notaría debía comparecer, al punto que 

ni siquiera se preocupó por indagar entonces al respecto; y en esos 

términos, colige que no se da la nulidad del contrato. 

 

EL DEMANDADO: insiste en la nulidad del contrato por no haberse 

indicado el municipio o ciudad en que se habría de celebrar el contrato de 

compraventa, de suscribirse la correspondiente escritura pública; e insiste 

nuevamente en la alegada causa extraña por el hurto de que fue víctima la 

demandada unos días antes del 20 de diciembre de 2012, fecha acordada 

para cumplir con el contrato. 

 

Dice que en este evento no tiene cabida la interpretación del contrato para 

deducir la ciudad en la que estaba ubicada la Notaría en la que se cumpliría 

el contrato, y que, si bien la obligación de pagar dinero es de género, “a lo 

imposible nadie está obligado”. 

 

Insiste en lo confuso de la cláusula penal, lo que hace que la misma no 

pueda exigirse. 

 

Escuchadas las alegaciones, se encargó el A-Quo de considerar que previo 

a estudiar la pretensión, se hacía necesario examinar la validez del contrato 

de promesa de compraventa, en los términos del artículo 89 de la Ley 153 

de 1887 que derogó el artículo 1611 del Código Civil y fue así como 

concluyó en la nulidad del contrato, pues en el mismo no se había 

determinado el municipio al que pertenecía la Notaría, lo que generaba la 
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nulidad contractual, citando en su apoyo un doctrinante patrio, quien a su 

vez se apoya en pronunciamientos de la CSJ (MINUTO 38 YSS DE LA 

AUDIENCIA).  Dijo el A-quo que era inatendible la alegada 

interpretación del contrato, como lo sostenía el actor, pues, agregó, sólo 

se interpreta un contrato válido y en este caso ello no es así, por lo cual 

había que estarse a lo dispuesto por el legislador. 

 

Sobre restituciones mutuas derivadas de la declaratoria de nulidad, 

concluyó que no había lugar a las mismas en tanto las partes no se habían 

anticipado nada de las obligaciones prometidas. 

 

Por todo lo anterior resolvió declarar la nulidad del contrato, “de manera 

oficiosa”, sin condena en costas dada la nulidad declarada 

 

 

1.5.   APELACIÓN Y ALEGACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

 

Fue formulado por la PARTE DEMANDANTE, quien presentó así sus 

REPAROS CONCRETOS: 

 

Dice que contrario a lo concluido por el Juez de primera instancia, la 

Notaría sí estaba determinada, insistiendo en que una interpretación 

contextualizada del contrato así permite colegirlo.  Destaca que las partes 

están domiciliadas en Medellín, como consta en un contrato de 

arrendamiento que se celebró entre ellas sobre el mismo inmueble, que la 

Notaría en que se autenticó el contrato de promesa es de Medellín, y que 

en todo caso ha de procurarse por la preservación del contrato, por lo cual 

la nulidad no se estructura. 
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En esta instancia, el demandante insistió en su posición, expuesta a lo 

largo del proceso y especialmente a lo expresado al momento de referirse 

a las excepciones del demandado, esto es, a que el lugar de ubicación de 

la  Notaría Primera sí podía determinarse o colegirse con una debida 

interpretación que atendiera el contexto negocial. 

 

EL DEMANDADO NO RECURRENTE critica la apelación, pues, dice, 

la misma no está dirigida a controvertir los argumentos del A-Quo, sino 

que es una repetición de todo lo expuesto por el demandante en primera 

instancia. 

 

Insiste igualmente en sus planteamientos defensivos, acotando que la 

decisión de declarar la nulidad no debió ser de manera oficiosa, puesto que 

él la propuso como excepción de mérito, y añade que en ese entendido 

debe condenarse en costas a la parte demandante. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

Se deja consignado que esta decisión se adopta por escrito, acorde con el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020, que así lo dispuso, tanto para los 

procesos en curso, como para los expresamente cobijados a partir de su 

vigencia, en procura de garantizar el acceso efectivo y ágil a la 

administración de justicia, preservando la salud de los usuarios y de los 

administradores de justicia. 
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Como no se advierten vicios de nulidad y esta Sala es competente para 

definir el asunto, a ello se procede, acorde con los motivos expresos de 

inconformidad y la sustentación de los mismos, como lo ordena el artículo 

328 del CGP al establecer la competencia restringida del juzgador de 

segunda instancia. 

 

 

2.1.  CASO CONCRETO. PROBLEMA JURÍDICO 

 

 

El problema jurídico esencial en esta instancia radica en establecer si el 

contrato es válido, pese a que en el mismo no se dijo en qué municipio o 

ciudad quedaba la Notaría Primera. 

 

Se examinará si, como lo dice el apelante, tal falencia puede ser 

subsanada, por así decirlo, con una interpretación contextualizada del 

contrato de promesa de compraventa habido entre las partes, y de ser 

afirmativa la respuesta, si hay lugar o no a la resolución del mismo, por el 

incumplimiento de la promitente compradora, en lo relacionado con la 

comparecencia a la Notaría con los recursos suficientes para pagar.  De 

aparecer probado tal incumplimiento, se analizará si le asiste razón o no a 

la demandada para justificar su incumplimiento, basada en que el no pago 

se debió a fuerza mayor derivada del hurto de que fue víctima unos siete 

(07) días antes del 20 de diciembre de 2012, fecha pactada para el 

cumplimiento de la promesa de contrato. 

 

 De la condición resolutoria tácita. Establece el artículo 1546 del 

Código sustantivo civil que: “En los contratos bilaterales va 
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envuelta la condición resolutoria en caso de no cumplirse por uno 

de los contratantes lo pactado. Pero en tal caso podrá el otro 

contratante pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento 

del contrato con la indemnización de perjuicios”. Lo escrito en la 

precedencia constituye la denominada condición resolutoria tácita 

que da origen a la acción resolutoria contractual, la que para su 

éxito requiere tres condiciones esenciales:  

 

- Que exista un contrato bilateral válido.  

 

- Que haya un incumplimiento por parte de uno de los 

contratantes, total o parcial, de las obligaciones que para éste 

generó el pacto.  

 

- Que el otro contratante por su parte, haya cumplido con las 

obligaciones que le generó el contrato, o por lo menos, se haya 

allanado a cumplirlos de la manera y en el tiempo debidos.   

 

No se abordará en estas consideraciones el cambio jurisprudencial 

de la H.C.S.J en su SC Civil en el sentido que aún en casos de 

incumplimientos mutuos es dable la resolución del contrato, dado 

que ese no es el problema jurídico del cual deba ocuparse esta Sala. 

(sentencia SC 3666 de agosto 25 de 2021, M.P. Dr. Álvaro 

Fernando García Restrepo). 

 

 La existencia y validez del contrato. Examinado el contrato de 

promesa de compraventa de inmueble aportado con la demanda, 

visible a folios 06, fte. y vto. del cuaderno principal, se puede 

establecer que efectivamente, al reseñar la Notaría en la cual debía 
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cumplirse el contrato, suscribir la correspondiente escritura pública, 

se consignó en la cláusula SEPTIMA: “ESCRITURA: la 

correspondiente escritura pública se firmará el 20 de diciembre 

de 2012 en la notaría primera. A las 03:PM. Previo el aporte de 

todos los documentos necesarios para la elaboración de dicho 

instrumento público”, fecha en la cual debía hacerse el pago 

correspondiente por la promitente compradora, y que, no se discute, 

no se hizo; alegando la demandada que ello no se hizo porque fue 

víctima de un hurto, siete (07) días antes de esta fecha. 

 

Dado lo anterior, se recuerda, coligió el A-Quo que el contrato prometido 

no cumplía con todos los requisitos de ley, previstos en el artículo 89 de 

la Ley 153 de 1887 que subrogó el artículo 1611 del código civil; lo que 

lo llevó a decretar la nulidad del contrato, aludiendo para tal efecto al 

artículo 1740 del código civil, que se encarga de establecer como causal 

de nulidad absoluta el carecer el contrato de alguno de los requisitos 

formales que la ley exige para la validez del mismo. 

 

A juicio de esta Sala, la apelación no tiene vocación de prosperidad, pues 

como bien lo dijo el juez de primera instancia, la falta de esa 

determinación clara del lugar, del municipio o ciudad en que quedaba la 

Notaría Primera y a la que se debía concurrir a perfeccionar el contrato, 

da lugar a la nulidad de éste, en los términos de los artículos 89 de la Ley 

153 de 1887 en concordancia con el artículo 1740 del código civil. 

 

Los planteamientos del recurrente no son de recibo, primero porque en 

estricto sentido no se trata de que exista oscuridad en la voluntad de las 

partes, quienes, es claro, procuraban realizar el negocio de compraventa 

sobre bien inmueble descrito en la demanda, sino de la falta de un requisito 
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formal de ese convenio, que debió quedar claramente fijado en el contrato: 

la Notaría primera, con indicación concreta del lugar, del municipio o 

ciudad de ubicación de la misma, presupuesto formal, solemne que no es 

dable suplir a través de otros medios de prueba, según lo disponen las 

normas en cita y lo refuerza la previsión del artículo 187 del CGP, al 

materializar el principio de conducencia probatoria. Dice el artículo: “Las 

pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley 

sustancial para la existencia o validez de ciertos actos”. 

 

Si bien es cierto, como lo alegó el apelante, ante dificultades u oscuridades 

en cuanto al alcance del contrato el juez ha de adelantar tal labor, guiado 

por principios como el de preservación del acto o contrato, como lo hizo 

la Corte Suprema de Justicia en un caso algo similar, CSJ SC radicado 

2001 -06915-01 del 07 de febrero de 2008, citada por el demandante al 

pronunciarse sobre las excepciones de mérito, es del caso dejar expreso 

que tal supuesto no encaja en el que ahora se examina, pues allá, la Corte 

se ocupó de un caso en que no se había determinado  la Notaría, pero se 

trataba de un evento en el que en el lugar sólo existía una Notaría y los 

contratantes tenían un mismo domicilio, distinto a este donde en Medellín 

y otros municipio del área metropolitana existe más de una Notaría. 

 

Al respecto resulta pertinente citar el siguiente aparte de la sentencia del 

H. TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE 

IBAGUÉ- SALA CIVIL – FAMILIA del Ibagué, veintiuno (21) de 

agosto de dos mil veinte (2020) Discutida y aprobada mediante acta No.31 

del 20 de agosto de 2020, M.P. Dr. LUIS ENRIQUE GONZÁLEZ 

TRILLERAS, quien cita a la HCSJ en su Sala de Casación Civil, en 

sentencias emitidas en septiembre 08 de 1982, y la sentencia de esa 
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misma Corporación del o6 de octubre de 1982, M.P. Dr. Germán 

Giraldo Zuluaga. 

 

Refirió el Tribunal, citando a la Corte:  

 

“Como el pago de las obligaciones según lo manda el artículo 1645 

ibídem, debe hacerse en el lugar designado por la convención, los 

dos artículos transcritos antes dan reglas para cuando los 

contratantes nada han acordado sobre el lugar del pago; y no 

tratándose de cuerpo cierto, el pago debe hacerse “en el domicilio 

del deudor”, aun cuando entre la celebración del contrato y el pago 

hubieren mudado de domicilio el deudor y el acreedor.  

 

Aplicando esta regla al caso de que, en promesa de compraventa de 

inmuebles, no se haya estipulado en qué notaría ha de otorgarse la 

competente escritura de compraventa, tendríamos que su 

otorgamiento debería hacerse en “el domicilio del deudor”, pero 

siempre que se cumplan las siguientes condiciones:  

 

(…)  

 

Cuando como sucede en el caso litigado, la sociedad que prometió 

vender tiene domicilio en Buga, en tanto que la persona que 

prometió comprar lo tiene en Cali y Bogotá, ostentando los 

promisores la calidad de deudores recíprocos de la obligación de 

otorgamiento de la escritura de compraventa, “el domicilio del 

deudor” no los es ni Buga ni Cali, ni Bogotá. No la primera ciudad, 

porque de ella no es vecina la demandada, y no las otras porque allí 

no está domiciliada la sociedad demandante.  

 

Entonces, recordando que la regla cuarta del artículo 89 de la Ley 

153 de 1887 no se cumple simplemente con determinar en la 

promesa el contrato prometido, como lo predica el censor, sino que 

se requiere, además, que esa determinación se haga de “tal suerte” 

que para perfeccionar el contrato “solo falte la tradición de la cosa 

o las formalidades legales”, es evidente que no se satisface esta 

regla cuando los contratantes, siendo vecinos de distinto círculo 

notarial o cuando siéndolo del mismo son varias las notarías del 

círculo, omiten señalar en cuál se otorgará el instrumento de venta. 

En tales circunstancias, si no se expresa en el escrito de promesa de 

venta de inmuebles la notaría, la promesa es nula por falta del lleno 

de lo exigido por el artículo 89-4 de la Ley 153 de 1887.  
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Todo lo anterior indica que en el contrato de promesa de 

compraventa de inmueble y especialmente porque la principal que 

nace de éste es una obligación de hacer, que consiste en el 

otorgamiento de la correspondiente escritura pública, cuando 

aplicando el artículo 1646 del Código Civil nada se resuelve, es 

menester señalar en cuál notaría se otorgará ese instrumento. De 

otro modo, se presentaría una clarísima indeterminación del objeto 

mismo del contrato de promesa, que demandaría la aplicación del 

artículo 1518 del Código Civil.” (Corte Suprema de Justicia, Sala 

de Casación Civil, 06 de octubre de 1982, M.P. Germán Giraldo 

Zuluaga).  
 

 

Lo dicho es suficiente para desestimar la apelación y confirmar la 

sentencia de primera instancia, sin que sea necesario adentrarse en otros 

aspectos no cuestionados por el apelante, atendidas las restricciones 

establecidas en los artículos 627 y 628 del CGP. 

 

 

2.2.  COSTAS. 

 

 

El apelante será condenado en costas al tenor de lo establecido en el 

artículo 365 del CGP. 

 

Como decisión del ponente, se fijarán como agencias en derecho el 

equivalente a un (01) SMLMV, de conformidad con lo establecido en el 

Acuerdo 1887 de 2003, articulo 6 numeral 1.1., vigente para cuando se 

presentó la demanda en el año 2014. 

 

Las costas serán liquidadas de manera concentrada en el despacho de 

primera instancia, al tenor de lo establecido en el artículo 366 del mismo 

estatuto procesal. 
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Así las cosas, la Sala Tercera de Decisión Civil del H. Tribunal Superior 

de Medellín Administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

  

F A L L A: 

 

 

PRIMERO: Se DESESTIMA LA APELACIÓN Y SE CONFIRMA 

INTEGRAMENTE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

emitida por el JUZGADO CUARTO CIVIL DE ORALIDAD DE 

MEDELLIN en 31 de enero de 2017 en el proceso de resolución de 

contrato de la referencia. 

 

SEGUNDO: Se condena en costas a la demandada, en favor de la 

demandante, liquidadas de manera concentrada en el despacho de primera 

instancia, al tenor de lo establecido en el artículo 366 del mismo estatuto 

procesal. 

 

TERCERO: Como agencias en derecho se fija el equivalente a un (01) 

SMLMV, de conformidad con lo establecido en el Acuerdo 1887 de 2003, 

articulo 6 numeral 1.1., vigente para cuando se presentó la demanda en el 

año 2014.  

 

CUARTO: En firme esta decisión, archívese lo actuado, y devuélvase el 

expediente al juzgado de origen. 
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QUINTO: Esta decisión se firma de manera escaneada o digital, como lo 

autoriza el Decreto 491 de 2020. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

Los Magistrados, 

 

 
CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA 

(Firma escaneada conforme al art. 11 del Decreto 491 de 2020 Ministerio de Justicia y del Derecho) 

Utilizada para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín 
 

 

 

 
 
 

 

JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 
(Firma escaneada conforme al art. 11 del Decreto 491 de 2020 Ministerio de Justicia y del Derecho) 

Utilizada para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín 
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